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Corte IDH. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218 

a. Derecho a agua potable en centros penitenciarios.

215. La Corte estima probado que en junio de 2003, mientras el señor Vélez Loor se
encontraba recluido en el Centro Penitenciario La Joyita, se produjo un problema en
el suministro de agua que habría afectado a la población carcelaria. La prueba
allegada demuestra que las deficiencias en el suministro de agua potable en el Centro
Penitenciario La Joyita han sido una constante [...], y que en el año 2008 el Estado
habría adoptado algunas medidas al respecto. El Tribunal observa que la falta de
suministro de agua para el consumo humano es un aspecto particularmente
importante de las condiciones de detención. En relación con el derecho al agua
potable, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones
Unidas ha señalado que los Estados Partes deben adoptar medidas para velar por
que “[l]os presos y detenidos tengan agua suficiente y salubre para atender a sus
necesidades individuales cotidianas, teniendo en cuenta las prescripciones del
derecho internacional humanitario y las Reglas mínimas para el tratamiento de los
reclusos”43. Asimismo, las Reglas Mínimas establecen que “se exigirá de los reclusos
aseo personal y a tal efecto dispondrán de agua y de los artículos de aseo
indispensables para su salud y limpieza”, así como que “[t]odo recluso deberá tener
la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite”44. En consecuencia,
los Estados deben adoptar medidas para velar porque las personas privadas de
libertad tengan acceso a agua suficiente y salubre para atender sus necesidades
individuales cotidianas, entre ellas, el consumo de agua potable cuando lo requiera,
así como para su higiene personal.

216. El Tribunal considera que la ausencia de las condiciones mínimas que garanticen
el suministro de agua potable dentro de un centro penitenciario constituye una falta
grave del Estado a sus deberes de garantía hacia las personas que se encuentran
bajo su custodia, toda vez que las circunstancias propias del encierro impiden que las
personas privadas de libertad satisfagan por cuenta propia una serie de necesidades
básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida digna, tales como el acceso
a agua suficiente y salubre.

b. Derecho a  asistencia médica en centros penitenciarios

220. Este Tribunal ha señalado que el Estado tiene el deber de proporcionar a los
detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento adecuados cuando así se
requiera. El Principio 24 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las
Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión determina que “[s]e
ofrecerá a toda persona detenida o presa un examen médico apropiado con la menor
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dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión y, 
posteriormente, esas personas recibirán atención y tratamiento médico cada vez que 
sea necesario. Esa atención y ese tratamiento serán gratuitos”45. La atención por 
parte de un médico que no tenga vínculos con las autoridades penitenciarias o de 
detención es una importante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, 
físicos o mentales, de las personas privadas de libertad. De otra parte, la falta de 
atención médica adecuada podría considerarse en sí misma violatoria del artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona 
en particular, el tipo de dolencia que padece, el lapso transcurrido sin atención y sus 
efectos acumulativos. 

223. La Corte encuentra probado, en consecuencia, que los servicios de asistencia 
médica a los cuales tuvo acceso el señor Vélez Loor no se prestaron de manera 
oportuna, adecuada y completa, ya que la aparente fractura craneal que presentaba 
permaneció sin atención médica especializada ni medicación adecuada y tampoco 
fue debidamente tratada. 

227. De acuerdo al reconocimiento del Estado y la prueba recibida, la Corte determina 
que las condiciones de detención en la Cárcel Pública de La Palma, así como aquellas 
en el Centro Penitenciario La Joyita, en su conjunto constituyeron tratos crueles, 
inhumanos y degradantes contrarios a la dignidad del ser humano y por lo tanto, 
configuran una violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio del señor Vélez Loor. 

 

 


